Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil, sala D

Finghester S.A. c. Inversora Bolivar S.A.

08/06/2009

2ª Instancia. — Buenos Aires, junio 8 de 2009.

¿Es ajustada a derecho la sentencia apelada?

A la cuestión propuesta el doctor Miguel Angel Vilar, dijo:

I. La sentencia dictada en primera instancia obrante a fs. 181/ 190 admitió la demanda por consignación deducida por la actora, acordando a las sumas depositadas en autos -$ 175.000., el carácter de pago a cuenta del saldo de precio de la operación de compraventa celebrada entre las partes. Lo hizo en los términos de la teoría del esfuerzo compartido y, consecuentemente, condenó a la accionante a pagar el monto del reajuste del saldo de precio, con más los intereses, y conforme las pautas establecidas en los apartados V y VI del pronunciamiento, disponiendo que las diferencias resultantes se abonarían dentro del plazo de diez días de aprobadas las cuentas con deducción de los fondos depositados en consignación. Impuso las costas en el orden causado. 

Apelaron ambas partes. La demandada expresó agravios a fs. 205/ 206 vta., los que fueron contestados por la actora a fs. 219/ 220 vta. Esta última hizo lo propio a fs. 210/ 215 y mereció oposición a fs. 221/ 222. El Sr. Fiscal de Cámara dictaminó a fs. 226/ 227. 

II. Los agravios.

a). La demandada se agravió- básicamente- de la admisión de la demanda. Sostuvo que la accionante pretendió cancelar su obligación con una suma insuficiente, a la paridad uno a uno, efectuando el depósito sin reajuste mediante aplicación del CER ni intereses. Que, por tanto, no se configuró el requisito de "integridad" del pago aludido, por lo demás, por el sentenciante en el considerando pertinente del fallo de primera instancia. Destacó que, de conformidad con el dictamen del perito contador y aun con aplicación plena de la normativa de emergencia existe un saldo impago de cargo de la accionante establecido en $ 18.854, 63, además de los $ 21.405 de intereses y el seguro de vida. Se quejó, asimismo, de que se haya desestimado la aplicación al caso de lo previsto en el art. 1 del decreto 410/2002, tras sostener que "siendo la persona jurídica extranjera, cabe presumir que los fondos eran provenientes de dicho país".

b). La actora solicitó que se admita la consignación efectuada por su parte "en todos sus términos", tras señalar que la acreedora consintió el pago de la primer cuota pesificada 1 a 1 sin efectuar reclamo o reserva de derechos al respecto. Subsidiariamente, se agravió de la admisión de la pretensión distributiva planteada por la accionada y de la aplicación al caso del esfuerzo compartido de un modo "atípico y claramente perjudicial" para su parte. 

III. El caso. 

a) Se trata de una demanda por consignación de pago de cuotas vencidas entablada por la actora -deudora- por la suma de $ 175.000, en virtud del saldo de precio de la operación de compraventa que había celebrado con la demandada en escritura traslativa del dominio del 4 de julio de 2001, en relación con la Unidad Complementaria CCXCI cochera doble y baulera emplazada en el segundo subsuelo, del edificio en propiedad horizontal sito en la calle Juncal 3220/3280, J. Salguero 2235/ 2255 y Bulnes 2240/ 2250 de esta Ciudad de Buenos Aires. 

La accionante relató que el precio de la venta se pactó en la suma de U$S 894.427, y que, previo a la firma de la escritura, canceló U$S 544.427. Que se comprometió a abonar el saldo de precio - U$S 350.000. en tres cuotas consecutivas de U$S 175.000, U$S 150.000. y U$S 25.000, con vencimiento los días 04-07-2002; 04-07-2003 y 04-11-2003, respectivamente. Que abonó puntualmente la primera de las cuotas pactadas, en pesos, "con plena conformidad de la accionada que no opuso objeción ni salvedad ante dicho pago". Que con posterioridad a esa fecha, la vendedora se negó a recibir el pago en los mismos términos en los que se había efectuado la cancelación de la primera de las cuotas. Destacó que a partir de allí, en virtud de la vigencia de la ley 25.561, se convirtieron en pesos todas las obligaciones contraídas en moneda extranjera con anterioridad a la sanción de la emergencia económica. Sostuvo, asimismo, que fracasaron todos los intentos de alcanzar una solución consensuada con la accionada sobre el modo de cancelar las obligaciones pendientes, tal como se desprende de las sucesivas notas en las "que hemos ofrecido diversas alternativas que fueron rechazadas...".

Que, en consecuencia, se vio obligada a consignar judicialmente la suma de $ 175.000., "correspondiente al monto pactado originalmente en las cuotas segunda y tercera" (fs. 49).

b) La demandada, por su parte, opuso excepción de arraigo y contestó la demanda. Negó haber consentido la cancelación de las obligaciones asumidas por la actora en pesos al tipo de cambio 1=1. Desconoció su obligación legal de aceptar el pago ofrecido por la actora y que este sea completo. Sostuvo que el caso había sido específicamente excluido de la "pesificación" y que, eventualmente, el actor debió depositar - por aplicación de las propias normas que invoca- la deuda "pesificada"- un dólar a un peso-, más CER, más intereses "siendo que solo depositó la deuda 'pesificada' un dólar a un peso". Subsidiariamente, planteó la inconstitucionalidad de las normas de emergencia. 

c) El sentenciante, como vimos, admitió la consignación y ordenó el reajuste de lo adeudado en pesos por saldo de precio de la operación de venta celebrada entre las partes, conforme la teoría del esfuerzo compartido. Asimismo, dispuso la deducción de las sumas depositadas en autos por la consignante del importe resultante de la liquidación a practicarse. Por último, condenó a la actora a abonar los intereses compensatorios convenidos en la cláusula segunda de la escritura de venta, equivalentes al 6,11% del monto del precio financiado, como requisito de admisibilidad de la consignación deducida como pago a cuenta.

IV.La solución.

a). La consignación.

Ambas partes impugnaron la procedencia de la consignación, declarada válida por el sentenciante de primera instancia. 

1. Nuestro Código Civil estableció -con determinación precisa-, los requisitos que se deben observar para que la consignación pueda ser tenida por válida y con fuerza de pago "arts. 758, 740, 742, 747, 750 y demás concs.".

Empero, con el correr de los tiempos, la doctrina y la jurisprudencia fueron adecuado dichas exigencias -traducidas en principios- a la realidad económica y social resultante de diversas y numerosas vicisitudes, desequilibrios y crisis padecidas por nuestra sociedad, como a las leyes que, en algunos casos, se dictaron en consecuencia. 

Así, los principios que nos ocupan en este juicio, de identidad, integridad y oportunidad, no se manejan, hoy en día, de la misma manera como lo pensó Vélez Sarsfield "como asimismo autores y fallos de épocas subsiguientes". Entiendo que la misma comprobación cabe a las obligaciones estipuladas en moneda extranjera que el Código las definió como de dar cantidades de cosas (art. 617) y que, posteriormente fueron entendidas, también, como "cosa dineraria" o, directamente como "dinero".

2. Lo dicho no quiere decir -en modo alguno- que para que proceda la consignación en pago no deban reunirse todos los requisitos del pago precedentemente enunciados, obviamente, ajustados a esa realidad a que nos hemos referido. 

Respecto de la situación planteada en autos y con relación al principio de identidad en el pago, cabe apuntar que este principio se refiere a qué o en qué se debe pagar. En tal inteligencia vemos que la pesificación obligatoria estableció la igualdad entre el signo monetario nacional y el extranjero. En este aspecto, por lo tanto, el deudor que acató la norma legal que lo compelía a efectuar el pago en nuestra moneda cumplimentó este principio. 

El principio de integridad apunta a cuánto hay que pagar. Corresponde señalar que en este renglón, la doctrina y jurisprudencia señalan que el pago debe ser completo, es decir que nada falte, que la cantidad depositada contenga la totalidad de los componentes del objeto debido (cfr. CNCiv., esta Sala, recientemente en autos "Moniaci, Silvana Edit c. Pirez Adela y otro s/ consignación", L. 57.165/ 2003.; del 26 de mayo de 2009). 

La deudora al depositar el monto destinado a la cancelación de la deuda a la relación antes señalada - U$S 1= $1 omitió incluir en el depósito de la suma puesta a disposición de los acreedores alguno de los coeficientes creados por las normas de emergencia (CER o CVS) para recomponer legal y equitativamente el equilibrio entre el acreedor y el deudor (cfr. art. 4 del decreto citado). Tampoco consignó los intereses que, por otra parte, ambos habían estipulado en el contrato por la financiación del saldo de precio de la operación - U$S 21.405, 40 equivalentes al 6, 11% del monto del precio financiado pagaderos íntegramente el 4 de julio de 2003 (cláusula segunda de la escritura de venta en copia a fs. 41 vta., en sobre).

Por último, el pago debe ser hecho en el día del vencimiento de la obligación (art. 750 C. Civil) ,o sea que debe efectuarse oportunamente, el deudor no debe estar en mora. En la especie, la actora se encontraba en mora ( la segunda cuota vencía el 4 de julio de 2003 y la tercera el 4 de noviembre del mismo año) y aunque tal situación podría haber sido salvada conforme la doctrina plenaria ("Belzerek, Henry c/ Macchi, Daniel", del 24-04-1961, LL, 102-390), para ello debió depositar el capital con más los accesorios que correspondieran, tal como lo estableció dicho fallo. 

3. Además de todo lo expuesto, cabe destacar que el perito contador designado en autos a instancias de la deudora determinó que esta pagó - mediante depósito bancario la suma total de $ 331.145, 37, computando el depósito judicial efectuado el 30-12-2003 en Banco Nación. O sea que, el total neto abonado en cuenta Banco Sudameris alcanzaba los $ 156. 145, 37.

En ese razonamiento, incluyendo seguro de vida e intereses, el experto concluyó que restaría abonar -en principio- la suma de $ 40.260, 03.

Sin embargo, aclaró que "restaría determinar cuál es el valor a tomar sobre la deuda en dólares estadounidenses y a partir de allí establecer el saldo final a abonar". Nótese que la pericia fue consentida por la accionante en todos sus términos.

4.Dadas todas estas circunstancias, entiendo que la actora no ha cumplido con los principios de integridad y oportunidad enunciados, esto es que, el pago por ella efectuado fuera de término no fue completo ni oportuno, por cuanto no adicionó a la suma depositada en consignación los accesorios mencionados, pese a haberlos computado en la propuesta de pago formulada en la mencionada nota del 3 de julio de 2003, razón por la cual la pretendida consignación en los términos en que fue intentada no tiene fuerza de pago y los acreedores no están, por lo tanto, obligados a aceptar tal ofrecimiento. En conclusión, el pago efectuado no fue válido (art. 758 del Código Civil) "en este aspecto se acepta el agravio de la demandada 'acreedora' y se rechaza el de la deudora".

b) Teoría del esfuerzo compartido. 

La deudora discrepó, subsidiariamente, con la solución adoptada por el sentenciante para distribuir las consecuencias negativas de las condiciones económicas y pidió que se aplique la teoría del esfuerzo compartido estableciendo que la diferencia entre el 1 a 1 y la brecha cambiaria sea afrontada por las partes en igual proporción, en lugar de serlo en la señalada en el fallo de grado- 85% de cargo de la parte actora y el 15% restante de la demandada. Es decir, pretendió el pago de la deuda a través de una proporción menor de sacrificio que la establecida. 

1.a).Ahora bien: el propio decreto 214/02 ofrece a los contratantes un correctivo "el reajuste equitativo" que podrá solicitar cualquiera de las partes cuando el valor de la cosa, bien o prestación objeto del contrato expresada en pesos fuere superior o inferior al precio de mercado en la momento del pago. Y esto último es importante destacarlo por cuanto en autos se conocen las condiciones del negocio jurídico celebrado por las partes.

"Si bien el contrato ha sido celebrado para ser cumplido, cuando la alteración ha agravado tan sustancialmente las obligaciones del deudor que éste no pueda cumplirlas sino a costa de su ruina o de sacrificios excesivos, no se puede mantener en todo su rigor la letra del mismo; es que, de lo contrario se estaría contrariando su espíritu puesto que, cuando se celebró, fue en el entendimiento que el convenio era equitativo para las dos partes. Tratándose de la devolución de una suma de dinero pactada originariamente en moneda extranjera, la devolución deberá tener en cuenta 'la desgracia común' derivada del brusco cambio de las reglas de juego cambiarias que distorsionaron lo que las partes pactaron por la sencilla razón que al momento de contratar la paridad estaba garantizada por el Estado y por una ley de convertibilidad. De ahí que, descartada la inconstitucionalidad de la ley 25.561 y sus normas complementarias, ellas se tornarían, en principio, plenamente aplicables... sin que se haga pesar sobre unas de las partes del sinalagma el peso de la devaluación de nuestro signo monetario frente al dólar estadounidense que significó el abandono de la convertibilidad, lo que no resulta por cierto, de estricta justicia..." (sumario 15454 de la Base de Datos de la Secretaría de Jurisprudencia de la Cámara Civil, Boletín N° 14/2003; íd. Sala E, R.381943 "Funchal Propiedades SRL c. Vázquez, Cynthia Graciela y otro s/ejecución hipotecaria", del 9-10-03 (del voto de la mayoría Calatayud y Mirás), ver fallo de la Sala J, expte. N° 901109/02, "Romero, Carlos Alberto c. Castro Sanmartino; Mario s/acción declarativa", del 25-11-2003, fallo completo publicado en elDial.com del 1-07-2003. Lexis Nexis Jurisprudencia Argentina del 13-8-03, J.A. 2003-III, fascículo N° 7.

b). Debe tenerse en cuenta lo establecido en la ley 25.820, cuyo art. 4° la califica como de orden público. Y, como se ha decidido, aunque se admita que el Juez puede interpretar la declaración de orden público efectuada por el legislador, debe ser extremadamente prudente en esa revisión y proceder a su inaplicabilidad sólo en aquellos supuestos de claridad manifiesta (cfr. el ilustrado primer voto emitido por la Dra. Kemelmajer de Carlucci, al cual adhirieron los otros dos integrantes del Tribunal, Dres. Romano y Moyano in re "Consolidar A.F.J.P. c/ Triunfo Coop. Seguros"; SC Mendoza, Sala I, LL, 2004-A, 137).

c) Esta normativa ratifica el criterio originario, recalcando su naturaleza de emergencia. Entre otras reformas, su artículo tercero introdujo un nuevo texto del art. 11 de la ley 25.561, que establece que: "Las obligaciones de dar sumas de dinero existentes al 6 de enero de 2002, expresadas en dólares estadounidenses u otra moneda extranjera, no vinculadas al sistema financiero, cualquiera fuera su origen o naturaleza, haya o no mora del deudor, se convertirán a razón de un dólar estadounidense igual a un peso, o su equivalente en otra moneda extranjera, resultando aplicable la normativa vigente en cuanto al Coeficiente de Estabilización de Referencia (CER) o el Coeficiente de Variación de Salarios (CVS), o el que en el futuro los reemplace, según sea el caso".

Como se advierte, la propia ley ha recompuesto el contrato, descartando la aplicación de otra forma de recomposición o reajuste, toda vez que la utilización de alguno de esos coeficientes es la pauta que tuvo en cuenta el legislador para hacerlo.

Es válido razonar que si el Estado alteró la moneda del contrato por la desaparición del peso = dólar como consecuencia de la derogación de la convertibilidad (ley N° 23.928), la justicia del contenido económico del acuerdo particular se resiente, y de allí que bien se justifica la intervención del Estado que pretende ser correctora de ese desajuste. De esta manera justificaba A. Nussbaum la intervención legislativa en muchos países europeos tendientes a corregir alteraciones monetarias (en Teoría jurídica del dinero, trad. de Luis Sancho Seral, Madrid, 1929, pág. 195 y ss.). El poder público interviene en las relaciones de orden patrimonial como una forma de hacer posible el cumplimiento de las obligaciones a la vez que atenuar su gravitación negativa sobre el orden económico e institucional y la sociedad en su conjunto (CSJN, in re "Tobar, Leonidas", 22/8/02, LL, 2002-F, 428).

d).Sin perjuicio de que sea posible señalar la desprolijidad con la que las normas de emergencia fueron sancionadas -quizá, consecuencia inevitable de los convulsionados tiempos en que se crearon-, las mismas se dictaron sucesivamente para paliar las consecuencias negativas del desfase, pero siempre dentro del marco de la emergencia y, además y más importante aún, de la legalidad. A estos efectos, resulta ilustrativa la obra de Jorge Rojas, "La emergencia y el proceso" donde detalla los coeficientes creados por las normas de emergencia (CER y CVS) (Editorial Rubinzal-Culzoni, Bs. As., 2003, págs. 119-20) y su aplicabilidad o inaplicabilidad en los distintos supuestos.

e). Sobre la base de lo expresado, teniendo en cuenta el alcance de los cambios económicos que se produjeron a partir del dictado de las leyes de emergencia y ante la falta de previsión legal explícita, considero apropiado que el reajuste equitativo se obtenga -en este particular caso-, mediante la utilización de un porcentaje de distribución de la carga patrimonial generada por la variación cambiaria, el que en definitiva, ha sido convalidado por las partes contratantes, aunque subsidiariamente (cfr. fs. 214 vta., ap. c. y fs. 74 de los escritos de expresión de agravios y contestación de demanda respectivamente). 

2. En cuanto al "porcentaje de distribución de la carga patrimonial" establecido en la sentencia de primera instancia para cancelar la deuda, advierto que desde el propio marco que ofrece la normativa de emergencia, y sin perjuicio -repito- del criterio de este Tribunal sobre esta materia, atendiendo especialmente a las particularidades del caso, la solución propiciada en cuanto al "modo" de cancelación del saldo de precio de la venta de un inmueble, resulta acorde a todos los parámetros precedentemente referidos.

Al respecto, poco cabe agregar a los fundamentos esgrimidos en el fallo en cuanto a que "tratándose como se trata del saldo de precio de la venta de un inmueble, debe atenderse al valor del bien como parámetro de referencia de la recomposición equitativa de la contraprestación parcialmente insatisfecha". Ello es así máxime cuando de las tasaciones acompañadas por ambas partes, de conformidad con lo acordado en la audiencia de conciliación celebrada el 01-04-05, (ver fs. 108), la cotización del inmueble en cuestión -de categoría- oscilaba entre los U$S 750.000. y U$S 786.350- U$S 2.613 el m2 y U$S 2.500 el m2, respectivamente-, entre los meses de abril y noviembre de 2005. Vale decir, el valor del inmueble se mantenía prácticamente incólume -en dólares- cuando habían pasado más de cuatro años desde la celebración del contrato. ( fs. 119/133 y fs. 144/ 158).

3. a).Desde esta perspectiva, analizando las circunstancias que rodean el caso, diré que si bien la consignación practicada por la actora no puede prosperar, en la especie cabe la aplicación del esfuerzo compartido, como lo manejó el señor juez de primera instancia, teniendo en cuenta que dado lo expresado por las partes de ninguna manera se lesionó el equilibrio dentro de la bilateralidad del contradictorio ni el peculiar -por así llamarlo- objeto del proceso.

c). Origen de los fondos. 

En este estado de cosas, corresponde señalar que el planteo de la acreedora formulado a fs. 206 "in fine" / 206 vta. resulta improcedente, toda vez que la demandada no efectuó una crítica concreta y razonada de este aspecto del fallo que consideró equivocado en los términos del artículo 265 del Código Procesal. Por el contrario, nótese que la recurrente intentó criticar la decisión recaída en primera instancia en cuanto a que "la obligación de la actora se encuentra comprendida en el régimen de conversión estatuido por la normativa de emergencia" (cfr. fs. 184 vta. "in fine" y fs. 185), sin fundamento ni argumentación valedera, limitándose a señalar que "se presume que si la persona jurídica es extranjera los fondos provienen del país de nacionalidad"... y, por otra parte, discrepando con la carga de la prueba del origen de los fondos que -erróneamente estimó- incumbía a la parte actora. 

Por consiguiente, corresponde declarar desierto el recurso interpuesto sobre este aspecto del decisorio de grado (arg. art. 266 del Código Procesal).

V. Imposición de costas.

Los recurrentes consintieron la decisión del sentenciante en cuanto impuso las costas en el orden causado. La demandada, por su parte, circunscribió la modificación de la imposición al rechazo de la consignación que requirió en sus agravios. 

a) Es cierto que todo lo concerniente a la imposición de costas debe ser ponderado según las particularidades del caso -y como principio general- bajo la óptica chiovendiana de la derrota en juicio. Pero no lo es menos que la gran disparidad de jurisprudencia existente en torno al tema justifica que -en los supuestos como los de la especie -sean soportadas en el orden causado (cfr. esta Sala, causa n° 36803/03 del 13-09-04; ís. SCJ de Mendoza, Sala I, in re "Dalvian". LS 332-45, íd. ídem "Bravin Hnos. Empresa de Contrucciones S.A. c/Nieto Garbo y A. Senetiner A.C.I.", del 23-06-04,en J.A. 2004-II, sept. 29/04, fasc. N° 13), tal como se resolviera en el decisorio en crisis. Este criterio se justifica en mayor medida aún en el presente caso, en que la solución del pleito no ha sido exactamente coincidente con la postura de ninguna de las partes.

b) Por estas mismas razones, propicio que las costas de esta instancia sean también soportadas en el orden causado.

VI. Conclusión.

Por todas las consideraciones que dejo expuestas, oído el Sr. Fiscal de Cámara, y si mi opinión es compartida, propongo al acuerdo: 1) revocar la sentencia recurrida en cuanto admitió la consignación en los términos señalados y, en función de lo decidido en este pronunciamiento, debiéndose cancelar la deuda conforme las pautas establecidas en primera instancia, con más las diferencias por capital e intereses que aquí se determinan; 2) confirmar el fallo -dadas las particularidades del presente- en lo demás que decide y fuera motivo de agravio y de apelación. Las costas de Alzada - por idénticos motivo a los señalados en el último apartado de este fallo, se imponen en el orden causado.

Así lo voto.

Los señores jueces de Cámara doctores Brilla de Serrat y Sánchez, por análogas razones a las aducidas por el señor juez de cámara doctor Miguel Angel Vilar, votaron en el mismo sentido a la cuestión propuesta.

Por lo que resulta de la votación que instruye el Acuerdo que antecede, se resuelve: 1) se admiten parcialmente los agravios y revoca la sentencia recurrida en cuanto admitió la consignación en los términos señalados y, en función de lo decidido en este pronunciamiento, debiéndose cancelar la deuda conforme las pautas establecidas en primera instancia, con más las diferencias por capital e intereses que aquí se determinan; 2) confirmar en lo demás que decide y fuera motivo de agravio y de apelación. Las costas de Alzada se imponen en el orden causado. — Miguel Angel Vilar. — Ana María Brilla de Serrat. — Diego C. Sánchez.

